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· Introducción.

Pueden destacarse como caracteres generales del régimen económico matrimonial foral:

1-La gran interacción existente en los Derechos Forales entre lo familiar y lo sucesorio. Prueba de ello es que , normalmente, los pactos sucesorios se hacen en capitulaciones matrimoniales. De ahí que éstas sean más frecuentes que en los territorios de Derecho Común.

2-Importancia de la autonomía de la voluntad, con amplia libertad de pacto para estipular, modificar o dejar sin efecto el régimen económico antes o durante el matrimonio.

3-La consagración de una mayor independencia de la mujer e igualdad entre ambos cónyuges y sus respectivas facultades.

4-Importancia primordial de la casa, masía o caserío.

5-En Aragón , Navarra y Vizcaya, cabe la continuación de la comunidad, aun falleciendo uno de los cónyuges, entre sus herederos y el supérstite.

6-Por último, decir que, las especialidades más significativas del Derecho Foral no suelen darse en las grandes ciudades sino en las zonas rurales. Ejs: el Infanzonado o Tierra Llana de Vizcaya, el Campo de Jaca en Aragón o la Montaña en Navarra.

· Régimen económico matrimonial en Aragón. Pactos más frecuentes.

Actualmente hay que hacer referencia a la Ley 2/2003 de régimen económico matrimonial y viudedad, que ha derogado los artículos 7 y 22 y los títulos IV, V y VI, artículos 23 a 88, del Libro Primero de la Compilación del Derecho Civil de Aragón. (Del Derecho de la Persona y de la Familia).

Ley que, sin embargo, según su exposición de motivos, no introduce una ruptura sustancial con el anterior derecho. No es una reforma de la Compilación, sino una nueva formulación legal de las normas que han de regir las relaciones patrimoniales familiares. Examinaremos la correspondiente Ley, con las distintas posibilidades de pactos entre los cónyuges.

Esta Ley se compone de 5 Títulos:
1-Disposiciones Generales.

      

2-De los Capítulos Matrimoniales.

3-Del Reg. De Separacion de bienes.   

4- Del Consorcio Conyugal.






5-De la viudedad. 

De su Título I “Disposiciones Generales” podemos destacar:

-Únicamente se determina como matrimonio la unión de vida entre hombre y mujer, a diferencia del Derecho Común.

-En caso de desacuerdo en la elección del domicilio familiar, los cónyuges podrán acudir al Juez para su determinación pero también a la Junta de Parientes.

-Se establece el principio de libertad de regulación de sus relaciones familiares en capitulaciones matrimoniales así como la posibilidad de celebrar entre sí toda clase de contratos, sin más limitaciones que las establecidas por el principio “standum est chartae”, (lo imposible, la C.E., y las normas imperativas del derecho aragonés).

-La celebración del matrimonio atribuye a cada cónyuge el usufructo de viudedad sobre todos los bienes del que primero fallezca, con independencia del régimen económico de su matrimonio, y como efecto de la celebración de éste en todo caso.

-En defecto de pactos en capitulaciones sobre el régimen económico del matrimonio o para completarlos en tanto lo permita su respectiva naturaleza, regirán las normas del consorcio conyugal.

-Quienes, por razón de su cargo o profesión, intervengan en todo expediente matrimonial procurarán que se consigne en el Registro Civil el régimen económico de los contrayentes y les informarán sobre las posibilidades y sus consecuencias de acuerdo con la legislación aplicable.

De su Título II “De los Capítulos Matrimoniales” destacamos:

-Se reitera el principio de libertad de pacto sin más limitaciones que las derivadas del “principio standum est chartae”.

-Han de constar necesariamente en escritura pública.

-Podrán redactarse en cualquiera de las lenguas o modalidades lingüísticas de Aragón que los otorgantes elijan. Si el notario autorizante no la conociera se requerirá la intervención intérprete, designado por los otorgantes y aceptado por el notario, que deberá firmar el documento.

-Los otorgantes pueden someter la eficacia de las estipulaciones a condición o término, incluso darles efecto retroactivo, sin perjuicio de los derechos adquiridos por terceros.

-Conforme a lo establecido por la Ley 13/2006 de Derecho de la Persona, los mayores de catorce años podrán consentir las estipulaciones que determinen o modifiquen el régimen económico de su matrimonio. Sin embargo:

1.Los mayores de catorce años menores de edad, si no están emancipados, necesitarán la asistencia debida.

2.Los incapacitados necesitarán la asistencia de su guardador legal, salvo que la sentencia de incapacitación disponga otra cosa.

Los demás actos y contratos que pueden otorgarse en capitulaciones requerirán la capacidad que las normas que los regulan exijan en cada caso.

-Tanto antes como después de celebrado el matrimonio, la modificación de las estipulaciones que determinan el régimen económico familiar requiere únicamente el consentimiento de las personas que están o han de quedar sujetas a dicho régimen. El notario que autorice la escritura de modificación notificará su otorgamiento a los que intervinieron en las capitulaciones matrimoniales que se modifican dentro de los ocho días hábiles siguientes. La falta de notificación no afectará a la eficacia de la modificación.

De su Título III, “Del régimen de separación de bienes” destacamos:

-Se aplicará este régimen, cuando así lo hayan acordado los cónyuges en capitulaciones matrimoniales. Y en todo caso de exclusión o disolución del consorcio conyugal, si los cónyuges no han pactado otro régimen.

-Serán de aplicación subsidiaria las normas del consorcio conyugal en cuanto su naturaleza lo permita, en defecto de lo establecido por los cónyuges en las capitulaciones y lo establecido en este Título III.

-Salvo renuncia expresa, ambos cónyuges conservarán el derecho de viudedad.

-Cuando no sea posible acreditar la titularidad privativa de un bien o derecho se presumirá que pertenece a ambos cónyuges por mitades indivisas, salvo en el caso de bienes muebles de uso personal o destinados a la actividad o profesión de uno de los cónyuges y que no sean de extraordinario valor que se presumirá que pertenecen a éste último.

-Se admite la atribución al otro cónyuge de la administración de sus bienes por mandato expreso e incluso sin mandato y sin oposición del otro cónyuge, sin necesidad en este último caso rinda cuentas de los frutos percibidos salvo que se demuestre que los ha empleado en su propio beneficio.

-Se atribuye a cada cónyuge la responsabilidad exclusiva de las obligaciones por él contraídas, salvo que lo sean para atender las necesidades familiares.

De su Título IV, “Del Consorcio Conyugal” destacamos:

-Son bienes comunes, al iniciarse el régimen los aportados por los cónyuges para que ingresen en el patrimonio común y los que les son donados por razón del matrimonio con carácter consorcial. 

Durante el consorcio, ingresan en el patrimonio común, entre otros: los adquiridos por título lucrativo cuando así lo disponga el donante o causante, los que los cónyuges acuerden que tengan carácter consorcial, las indemnizaciones concedidas a uno de los cónyuges por despido o cese de actividad profesional...

-Son bienes privativos los que pertenecieran a cada cónyuge antes de iniciarse el régimen y entre otros: los que, durante el consorcio, ambos cónyuges acuerden atribuirles carácter privativo, los adquiridos a título lucrativo, los bienes y derechos inherentes a la persona y los intransmisibles inter vivos mientras mantengan este carácter.

-Ambos cónyuges podrán, mediante pacto en escritura pública, atribuir a bienes privativos el carácter de comunes o, a éstos, la condición de privativos, así como asignar, en el momento de su adquisición, carácter privativo o común a lo adquirido.

Salvo disposición en contrario,  estos pactos darán lugar al correspondiente derecho de reembolso o reintegro entre los patrimonios privativos y el común.

-Se presumen comunes todos aquellos bienes cuyo carácter privativo no pueda justificarse.

-Son deudas comunes, las atenciones legítimas de la familia y las particulares de cada cónyuge, los réditos e intereses normales devengados durante el consorcio por las obligaciones de cada cónyuge, y en general toda deuda del marido o la mujer contraída en el ejercicio de una actividad objetivamente útil a la comunidad.

-Son deudas privativas, las que cada cónyuge tiene con anterioridad al consorcio, las deudas y cargas por razón de sucesiones y donaciones, y las deudas contraídas por un cónyuge cuando no sean de cargo del patrimonio común.  

-En cuanto a la gestión del consorcio, las decisiones sobre la economía familiar corresponden a ambos cónyuges. En los supuestos de graves o reiterados desacuerdos sobre la gestión de la economía familiar, cualquiera de los cónyuges podrá solicitar del Juez la disolución y división del consorcio, rigiendo en su caso, y para lo sucesivo, la separación de bienes.

La gestión del patrimonio común corresponde a los cónyuges, conjuntamente o por separado, en la forma pactada en capitulaciones matrimoniales.

Corresponde a cada cónyuge la administración y disposición de sus propios bienes (bienes privativos).

-En cuanto a la disolución del consorcio, se establecen las mismas causas que en los arts. 1392 y 1393 del C.C. que operan tanto de pleno derecho como por decisión judicial.

Cuando el consorcio se disuelva constante matrimonio, existirá entre los cónyuges separación de bienes, salvo que pacten otro régimen.

-En lo referente a la Comunidad que continúa tras la disolución (comunidad conyugal continuada):

Disuelta la comunidad matrimonial y hasta tanto no se divida, ingresarán en el patrimonio común:

   
1.Los frutos y rendimientos de los bienes comunes.

2.Los bienes y caudales procedentes de sustitución o enajenación de bienes comunes.

3.Los incrementos y accesiones de los bienes comunes, sin perjuicio de los reintegros que procedan.

En caso de disolución por la muerte de uno de los cónyuges, el cónyuge viudo lo administrará, respondiendo de su gestión como tal.

En los demás casos de disolución, la administración y disposición de los bienes comunes se regirá por lo acordado por los cónyuges o partícipes y, en su defecto, se estará a lo dispuesto por el Juez en el correspondiente procedimiento.

-En cuanto a la División y liquidación del Consorcio conyugal:

Disuelto el consorcio, cualquiera de los cónyuges o partícipes tiene derecho a promover en cualquier tiempo la liquidación y división del patrimonio consorcial que comenzará por un inventario del activo y pasivo del patrimonio consorcial. También se hallan legitimados para ello el fiduciario y el contador partidor de la herencia del cónyuge premuerto o de cualquier partícipe.

Los cónyuges o partícipes pueden, mediante acuerdo unánime, liquidar y dividir por sí mismos el patrimonio consorcial, así como encomendar a terceros la liquidación y división.

El fiduciario o contador partidor de la herencia del premuerto, actuando junto con el cónyuge viudo que no ejerza dichos cargos, pueden practicar la liquidación y división de la comunidad matrimonial disuelta sin que sea necesaria la concurrencia de los partícipes.

Los cónyuges tienen derecho a detraer de los bienes comunes, como aventajas, sin que sean computados en su lote, sus bienes de uso personal o profesional de un valor no desproporcionado al patrimonio consorcial, así como el ajuar de casa con el tenor de vida del matrimonio. El derecho a las aventajas es personalísimo y no se transmite a los herederos.

Liquidado el patrimonio y detraídas las aventajas, el caudal remanente se dividirá y adjudicará entre los cónyuges o sus respectivos herederos por mitad o en la proporción y forma pactadas.

A la liquidación y división del consorcio conyugal les serán de aplicación, como normas subsidiarias, las de la liquidación y partición de la comunidad hereditaria.

· Régimen Económico matrimonial en Vizcaya.

El régimen económico matrimonial de Vizcaya, viene regulado en los artículos 93 a 111 de la Ley de Derecho Civil Foral del País Vasco de 1 de julio de 1992.
El régimen será el que libremente pacten los cónyuges en escritura pública, antes o después de su celebración. 

A falta de pacto, el régimen económico legal supletorio es el de comunicación foral de bienes, aplicable a:

-los matrimonios en que ambos contrayentes sean vizcaínos aforados o, 

-a falta de vecindad común, si fijan la residencia habitual común inmediatamente posterior a su celebración en la Tierra Llana, y, 

-a falta de dicha residencia común, si en ella ha tenido lugar la celebración del matrimonio.

-Constante el Matrimonio, la comunicación foral se somete a las siguientes reglas:

En virtud de la comunicación foral se harán comunes, por mitad entre marido y mujer, todos los bienes muebles o raíces, de la procedencia que sean, pertenecientes a una u otra, por cualquier título, tanto los aportados como los adquiridos en constante matrimonio y sea cual fuere el lugar en que radiquen.

En la comunicación foral, la distinción entre bienes ganados y bienes procedentes de cada uno de los cónyuges se ajustará a las normas de la legislación civil general sobre bienes gananciales y bienes privativos.

Los actos de disposición de bienes requerirán del consentimiento de ambos cónyuges y, en su defecto, autorización judicial. No obstante, cualquiera de los cónyuges podrá, por sí solo, disponer del dinero o valores mobiliarios de los que sea titular.

En cuanto a los actos de administración, la de los bienes ganados corresponderá conjuntamente a ambos cónyuges, sin perjuicio de lo establecido a tal efecto en el Código de Comercio. Corresponderá en exclusiva a cada cónyuge la administración de los bienes de su procedencia.

En lo que se refiere a las cargas y obligaciones:

-Las cargas serán sufragadas, en primer lugar, con los bienes ganados, y sólo a falta o por insuficiencia de ellos responderán los bienes procedentes de cada cónyuge, en proporción a su valor. Lo satisfecho con estos últimos será compensado con las ganancias futuras.

-Obligaciones privativas: Las deudas obligaciones contraídas por cualquiera de los cónyuges, sin consentimiento del otro, únicamente serán de cargo de la respectiva mitad comunicada del obligado, quedando siempre libres de responsabilidad los bienes procedentes del cónyuge no deudor.

Durante la vigencia de la comunicación foral, el cónyuge llamado a una herencia no podrá repudiarla sin el consentimiento del otro. A falta de acuerdo, se entenderá aceptada a beneficio de inventario.

-Disuelto el matrimonio, las reglas son las siguientes:

A/Cuando el matrimonio se disuelva por muerte de uno de los cónyuges, habiendo descendencia común, la comunicación se consolida y se transforma en comunidad de bienes entre el cónyuge viudo y los descendientes que sean sucesores del premuerto, hasta la división y adjudicación de los bienes.

El cónyuge viudo, nombrado comisario, podrá adjudicarse la mitad de todos y cada uno de los bienes, y tendrá, además, mientras no haga uso del poder testatorio, el usufructo de todo el caudal, sin necesidad de prestar fianza.

Si el nombramiento de comisario hubiera recaído en otra persona, subsistirá la comunidad hasta que se haga el nombramiento de sucesor. Mientras los bienes continúen en este estado, el cónyuge viudo, salvo disposición contraria del testador, será el único representante de la herencia y administrador de todo el caudal.

 En la adjudicación de los bienes comunicados se observarán las reglas siguientes:

1.En primer lugar, se adjudicarán al cónyuge viudo, en pago de su haber, raíces troncales de su procedencia.

2.Si éstos no bastaren, se completará su haber con muebles y raíces no troncales.

3.Sólo cuando los bienes de las dos reglas anteriores no sean bastantes se acudirá a la raíz troncal del cónyuge premuerto.

B/Cuando la comunicación se extingue por sentencia de separación, nulidad o divorcio o muerte sin descendencia común, la comunicación no se consolida, liquidándose por un sistema similar a la sociedad de gananciales: pertenecerán a cada cónyuge los bienes de su procedencia o los que se hubiesen adquirido con ellos o con el importe de su venta mientras que los bienes ganados se distribuirán por mitad entre ambos cónyuges.

Como especialidad, en caso de disolución por muerte de un cónyuge y no existan descendientes, además de lo citado anteriormente, 

-El cónyuge viudo que hubiera venido al caserío del premuerto tendrá, mientras se conserve en tal estado, el derecho de continuar en él durante un año y un día.

-Cuando el cónyuge viudo hubiere traído dote u otra aportación, el plazo establecido en la regla anterior se prorrogará por todo el tiempo que los herederos del finado tarden en devolvérsela.

El régimen económico matrimonial en Navarra.

Se regula en la Ley 1/1973, de 1 de marzo, por la que se aprueba la Compilación del Derecho Civil Foral de Navarra, concretamente en sus Leyes  75 a 111.
El régimen matrimonial navarro también está organizado sobre la base de libertad de pacto, y con carácter subsidiario, la sociedad legal de conquistas.

La Ley 75 de la Compilación, establece una importante regla interpretativa:

“En la interpretación de todos los pactos y disposiciones voluntarias, costumbres y Leyes se observará el principio fundamental de la unidad de la Casa y de sus explotaciones agrícolas, ganaderas y forestales, así como el de su continuidad y conservación en la familia.”

En cuanto a las Capitulaciones Matrimoniales, destacar:

-Los menores que puedan contraer matrimonio pueden otorgar las capitulaciones por sí solos, pues la intervención de representantes legales sólo es necesaria cuando haya disposiciones que impliquen transmisión actual de bienes del cónyuge o prometido menor al otro.

-En cuanto a su contenido, Las capitulaciones matrimoniales podrán establecer libremente cualquier régimen de bienes de la familia y ordenar:

Las donaciones propter nuptias, los señalamientos y entregas de dotes y dotaciones, las renuncias de derechos, las donaciones esponsalicias, las arras y las donaciones entre cónyuges, los pactos sucesorios, las disposiciones sobre el usufructo de fidelidad, cualesquiera otras disposiciones por razón de matrimonio.

-En cuanto a su forma, se exige la escritura pública, pero además, siempre que contengan donaciones de terceros a favor de alguno de los cónyuges, o de éstos entre sí, los bienes objeto de la donación deberán ser descritos en la misma escritura o por rolde o inventario incorporado.

-En cuanto al régimen de conquistas:

Es el régimen legal supletorio. Es una comunidad limitada a las adquisiciones que se realicen a título oneroso constante matrimonio. Es por ello semejante a la sociedad de gananciales del C.C. y como en éste se procede a señalar en la Compilación los bienes que se hacen comunes (bienes de conquista) y los bienes privativos de cada cónyuge, estableciéndose la presunción de bienes de conquista de aquellos cuya pertenencia privativa no conste.

La principal innovación de la reforma de la Compilación por la Ley de 1 de abril de 1987, ha sido atribuir la administración de los bienes de conquistas, en defecto de pacto en Capitulaciones o en escritura pública, a ambos cónyuges conjuntamente, y no sólo al marido. En caso de discrepancia, se establece la autorización judicial supletoria en términos similares a los del CC.

En cuanto a su disolución, se señalan como una de las posibles causas las establecidas por los cónyuges en Capitulaciones Matrimoniales.

En cuanto a la liquidación, es de destacar el régimen especial en caso de segundas o ulteriores nupcias: Si hay descendientes de anterior matrimonio, el cónyuge supérstite deberá, antes de contraerlas, practicar la liquidación de la sociedad conyugal disuelta conjuntamente con dichos descendientes, y entregarles los bienes que les correspondan.

Si no se hace la liquidación, los hijos podrán exigirla, y, mientras no se practique, participarán en un tercio de las conquistas obtenidas por el nuevo matrimonio, y sin que además les afecten las eventuales pérdidas.

En general, en todo lo no previsto por la Compilación, se aplicarán subsidiariamente las normas del código sobre gananciales, en cuanto no sean incompatibles con el régimen de conquistas.

En cuanto a la Sociedad Familiar de Conquistas:

Surge cuando en Capitulaciones Matrimoniales con donación de bienes o
 nombramiento de heredero se pacta la convivencia de donante y donatarios o instituyentes e instituidos.


Se rige por lo pactado, por la costumbre y, en su defecto, por las disposiciones del Capítulo correspondiente de la Compilación.


Se presumirá que todos ellos participan en las conquistas que se obtengan, salvo que en la escritura hubies pactos en contra o incompatibles en este sentido.

La administración corresponde, salvo pacto en contrario, a los donantes o instituyentes o a los que ellos sobrevivan .

La enajenación o gravamen de bienes conquistados inmuebles, establecimientos industriales o mercantiles o sus elementos esenciales, requiere el consentimiento de todos los partícipes.

Lo más característico de esta sociedad es que perdura aunque fallezca algunos de sus miembros. Si es uno de los instituyentes o donantes, la sociedad continúa entre los restantes miembros, salvo pacto en contrario. Si fallecen todos los donantes o instituyentes, resurge la sociedad de conquistas. Y si fallece uno de los cónyuges donatarios o instituidos, la sociedad se extingue, a menos que el supérstite siga conviviendo con los donantes o instituyentes. El hecho de existir o no convivencia, caso de ser discutido, será apreciado por los Parientes Mayores.

En lo no previsto por este capítulo se aplicará al régimen familiar de conquistas lo establecido en el anterior para la sociedad conyugal.

La Compilación regula también , someramente, los regímenes de Separación de Bienes, y de Comunidad Universal. La regulación tiene carácter dispositivo, y su función es integrar la voluntad de los cónyuges cuando ésta no haya sido declarada con la debida amplitud.

Por último, cabe hacer referencia, a las aportaciones especiales al matrimonio por parte de los cónyuges, como son la dote y las arras.

-DOTE: Son dote los bienes que en tal concepto la mujer aporta formalmente al matrimonio antes o después de su celebración.

La dote se regirá por lo establecido y pactado, y en su defecto por lo establecido en la Compilación.

El marido adquiere la propiedad del dinero y las cosas consumibles y puede disponer libremente de ellos. Respecto de los otros bienes, la mujer conserva su  propiedad, pero precisa del consentimiento del marido para disponer de ellos.

En los supuestos de nulidad, separación o disolución del matrimonio la dote se restituirá a la mujer, o a sus herederos, sin perjuicio de lo que, en su caso, dispusieren los Tribunales.

-LAS ARRAS: Son arras la donación que el esposo hace a la esposa, antes o después de la celebración del matrimonio, en contraprestación a la dote. No pueden exceder de la octava parte de ésta.

Salvo pacto en contrario, la administración de las arras corresponde al marido.

Las arras no responderán de las deudas del marido; la mujer tendrá crédito preferente en caso de concurso, quiebra o ejecución de bienes.

En caso de nulidad del matrimonio, divorcio o separación de los cónyuges, la mujer perderá el derecho a las arras, salvo que los Tribunales, en atención a las circunstancias del caso, resolvieren lo contrario. En caso de pérdida, los descendientes del matrimonio adquirirán la propiedad de las arras; si no hubiere descendencia revertirán al marido.
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